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PRÓLOGO

I

Este libro va a tener un gran impacto en la realidad local. Primero, porque se 
ocupa de un fenómeno —el cambio climático— donde hay una gran demanda de 
información, de análisis y de propuestas concretas. Y segundo porque —y de ello 
se percatará enseguida el lector— la exposición es propiamente científica, metodo-
lógicamente rigurosa y precisa. En lo que sigue, voy a dedicar poca atención a las 
concretas propuestas del libro. La exhaustividad y el detalle con los que la autora 
aborda los distintos sectores de la acción climática municipal dejan poco margen 
para cualquier aportación complementaria. Así que me voy a detener más en la 
estructura metodológica del libro, que es lo que más me ha preocupado a lo largo 
de los últimos siete años.

En su origen, el libro se elaboró como tesis doctoral, que la doctora Simou 
presentó en la Universidad Autónoma de Madrid el 23 de septiembre de 2019, 
bajo la dirección de la profesora Silvia Díez Sastre y de mí mismo. Han sido largos 
años los que, en Madrid, Chicago y Freiburg, la autora ha dedicado al estudio de 
un fenómeno, el del cambio climático, que en el último decenio se ha erigido en 
preocupación colectiva tan primaria como universal. La actualidad del objeto de 
estudio ha sido, sin duda, un acicate para la investigación. Pero también ha sido 
un factor de dificultad: porque tanto el fenómeno físico del calentamiento global 
como las políticas públicas para mitigarlo o combatirlo están en continuo cambio 
y crecimiento, y esto produce tensiones crecientes sobre un Derecho que, por su 
propia esencia, no viaja a la misma velocidad que las ciencias experimentales y las 
políticas públicas.

Como enseguida verá el lector, la creciente atención científica y política al cam-
bio climático ha ido activando cada vez más sectores del ordenamiento jurídico. 
Y ha llegado al Derecho local. Si en un primer momento el reto de la política y el 
Derecho ante el cambio climático fue dar forma a un mercado internacional de de-
rechos de emisión, articulado a partir de tratados y organismos internacionales, el 
agravamiento dramático de la situación ha catapultado a un primer plano, en muy 
pocos años, a las políticas climáticas municipales y, con ello, al Derecho adminis-
trativo que ordena esas políticas. El cambio climático reclama hoy múltiples actua-
ciones municipales: urbanísticas, de eficiencia energética, de movilidad urbana o 
de tratamiento de residuos. Y surge entonces la pregunta de cómo, en qué medida, 
con qué límites y con qué consecuencias el Derecho local ordena todas aquellas ac-
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tuaciones climáticas municipales. Todas estas preguntas tienen respuesta extensa 
y rigurosa en el libro de Sofía Simou.

II

Desde la perspectiva metodológica, que ya he dicho antes que es a lo que quiero 
dedicar este prólogo, tres son los rasgos identificativos del estudio: el procedimien-
to inductivo; la comparación; y la interdiciplinariedad, entre la ciencia política y 
el Derecho.

Aunque el libro se inicia con un análisis general del Derecho local del cambio 
climático, presentando cuáles son los instrumentos jurídicos disponibles y cuáles 
son sus limitaciones intrínsecas, en realidad este análisis general parte del previo 
análisis de varios sectores de la actividad local, como el planeamiento urbanístico, 
la edificación eficiente, o la movilidad urbana. Es en estos sectores donde apare-
cen ciertas técnicas jurídicas (el plan, la autorización, la subvención, la sanción, el 
beneficio fiscal) que luego, en un proceso de inducción, se teorizan como instru-
mentos jurídicos posibles o idóneos para la actividad filoclimática municipal. Esta 
opción metodológica no es, ciertamente, una novedad en la formación del Derecho 
público general, que con frecuencia ha formado sus contenidos más abstractos, sus 
instituciones, conceptos y tipologías de actuación, a partir de regulaciones secto-
riales concretas  1. Pero si es una novedad para el Derecho local del cambio climáti-
co, que a partir de ahora, y por medio del libro de la profesora Simou, pasa a tener 
su propia parte general.

En segundo lugar, este estudio se sirve de la metodología comparada, de forma 
ejemplar. No hay en el libro una simple exposición sobre otros Derechos naciona-
les, eso que se ha llamado «cultura jurídica internacional» (Auslandsrechtskunde). 
En este libro, el Derecho comparado es método, no contenido  2. La doctora Simou 
utiliza el Derecho comparado como instrumento de contraste en su análisis. El 
hilo conductor es el Derecho climático español, pero para precisar su alcance, 
problemas o límites, se trae a colación la experiencia jurídica de otros países, en 
especial de Alemania y de Estados Unidos. Por eso, no verá el lector en el índice 
del libro concretos apartados dedicados a otros tantos Derechos estatales. Lo que 
sí podrá ver el lector con frecuencia es que en el análisis de una concreta regula-
ción jurídica española se introducen múltiples consideraciones comparadas, que 
unas veces valen para reafirmar el propio análisis, otras para apuntar soluciones 
alternativas, y otras para destacar posibles problemas aún no resueltos en Dere-
cho español.

El tercer rasgo metodológico del estudio es la interdisciplinariedad. Esta es, a 
mi juicio, la orientación metodológica más significativa y que más utilidades prác-
ticas puede proporcionar al lector. En todos los capítulos sectoriales del libro se 
ponen en relación directa y secuencial tres ámbitos del conocimiento científico que 
normalmente corren en paralelo: el de las ciencias experimentales; el de las políticas 
públicas (en este caso, filoclimáticas), y el del Derecho. En el libro de Sofía Simou 
estos tres ámbitos de conocimiento científico no son objeto de exposiciones aisla-
das. Se utilizan como elementos integrados en un único planteamiento analítico, 
con la siguiente secuencia: primero se identifica y valora la relevancia de cada fac-

1  Th. Gross, «Die Beziehungen zwischen dem Allgemeinen und dem Besonderen Verwaltungs-
rechts», Die Verwaltung, núm. 2, pp. 57-88 (p. 59).

2  E. Schmidt-Assmann, «Zum Standort der Rechtsvergleichung im Verwaltungsrecht», Zeitschrift 
für ausländisches öffentliches Recht und Völkerrecht (ZaöRV), núm. 78, pp. 807-862 (p. 850).
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tor causante del calentamiento atmosférico; luego se analizan las políticas públicas 
que pueden mitigar o evitar ese calentamiento, identificando cuáles corresponden 
propiamente al ámbito local y precisando en qué medida pueden resultar eficaces; 
y finalmente, en la misma secuencia de análisis, se observa la incidencia del Dere-
cho sobre todo ello: sobre los factores determinantes del calentamiento y sobre las 
políticas públicas con las que a priori los ayuntamientos pueden combatir el cam-
bio climático. Este último tramo del análisis interdisciplinar es el que más puede 
interesar al jurista, y en él me voy a detener a continuación.

III

Se insiste en la actualidad, tanto por científicos singulares como por organis-
mos públicos de investigación, en que el futuro de la ciencia y el conocimiento 
está en la interdisciplinariedad, en la conexión e interacción de las diversas meto-
dologías científicas o epistemológicas que se ocupan de un mismo fenómeno de 
la realidad  3. Pero si sobre esto hay un alto nivel de consenso, poca precisión hay 
sobre cómo se articula metodológicamente esa interdisciplinariedad. Esta es una 
cuestión común para todas las ciencias y ramas del conocimiento, y desde luego 
también para la ciencia política y el Derecho administrativo.

Asumimos, al menos los iuspublicistas, que tenemos que prestar más atención 
a lo que nos dice la ciencia política, y en especial la ciencia de la Administración. 
Pero no está claro qué hacer con esa información. Hemos pasado casi un siglo 
intentando aislar al Derecho público respecto de la política, e intentando cons-
truir dogmáticamente el Derecho administrativo. Y esto se ha conseguido, en gran 
medida, haciendo del Derecho administrativo un conocimiento autorreferencial. 
Entendible, explicable y aplicable mediante categorías y conceptos propia y ex-
clusivamente jurídicos. Solo muy recientemente se insiste en que el Derecho ad-
ministrativo ha de abrirse a otros ámbitos de conocimiento, como la sociología, 
la economía y, muy especialmente, la ciencia política y de la Administración  4. Del 
otro lado, también la ciencia política y la más reciente ciencia de la Administración 
se han desarrollado a lo largo del siglo xx como disciplinas científicas autónomas, 
alejadas del Derecho. Esto les ha aportado universalidad, sin duda. Pero ha limita-
do su capacidad explicativa y su capacidad de acción sobre la realidad. Porque en 
el centro de esa realidad social sigue estando el Derecho.

Tenemos, entonces, que al siglo xxi hemos llegado con una marcada separación 
entre política y Derecho. Y entre ciencia política (y dentro de ella, la que se fija en 
las políticas públicas) y ciencia jurídica. Esta tenaz distancia es relativamente con-
temporánea. Porque política y Derecho han sido, al menos desde los inicios de la 
modernidad, una misma realidad.

Con la formación de los Estados europeos modernos, a partir del siglo xvi, los 
nacientes y diversos Derechos estatales expresan fines políticos, no solo aspiracio-
nes de justicia. Junto al ius commune medieval, profundamente enraizado en el 
Derecho romano y aceptado por ser natural o racional, y por ello también univer-
sal e inmutable, los reyes y consejos de los nacientes Estados van aprobando nue-
vas leyes, decretos y pragmáticas que van desplazando progresivamente el alcance 
del ius commune. Esto se verá mucho más claro en el gobierno de los asuntos 

3  Entre muchos: T. Augsburg, Becoming Interdisciplinary: An Introduction to Interdisciplinary Stu-
dies, 3.ª ed., Kendall/Hunt, 2016.

4  Ch. Möllers, «Methoden», en W. Hofmann-Riem, E. Schmidt-Assmann y A. Vosskhule, Grundla-
gen des Verwaltungsrechts, vol. I, München, Beck, 2006, pp. 121-175 (p. 164).
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públicos que en los negocios de los privados. De ahí que ya en el siglo xvii se deja-
rá claro, por Domat, que en el Derecho público (por entonces aún no se habla de 
Derecho administrativo) hay más leyes «arbitrarias» (no naturales, políticas) que 
en el Derecho privado  5, que por responder a una idea de justicia universal es im-
perecedero, apenas cambiante. Tenemos aquí, entonces, que así como el Derecho 
privado es el Derecho de la justicia, el público es el Derecho de la política, de los 
asuntos públicos, de la policía. Con esta perspectiva, cuando a finales del Antiguo 
Régimen se desarrolle en Europa la ciencia de policía, el Derecho público va a 
estar dominado por la visión política, de gobierno, de bien común. La idea del ius 
commune se desvanece progresivamente en un creciente Derecho estatal que sus-
tituye la idea de justicia por la de gobierno o policía. Luego, con el constituciona-
lismo y el liberalismo político que se inicia en el siglo xix, el pensamiento político 
impregnará por completo el Derecho  6. Y ya no solo el público, también el privado 
a través de los códigos  7. El Derecho público será relevante en tanto que instrumen-
to formal de la política. Todo esto es relevante porque muestra que a lo largo de 
los siglos xviii y xix, en el continente europeo el Derecho público va a cumplir una 
función ancilar respecto de la política: primero respecto del cameralismo ilustra-
do y la ciencia de la policía; y luego respecto del doctrinarismo liberal. Derecho 
público y gobierno o política son, en estos siglos, apenas diferenciables. Se gobier-
na a través de leyes; y el Derecho público o administrativo persigue fines de interés 
común, de gobierno.

Este estado de cosas experimentó un cambio notable a finales del siglo xix y 
principios del siglo xx. Es entonces cuando volviendo la mirada al Derecho civil, 
que en buena medida había mantenido aún las esencias de un ius commune pre-
tendidamente intemporal, se inicia la construcción teórica y autónoma del Dere-
cho administrativo. Se pretende así que al igual que el Derecho privado contiene 
instituciones y conceptos trascendentes, apenas afectados por las leyes de cada 
momento, así también el Derecho administrativo cuenta con instituciones y ca-
tegorías propias, trascendentes respecto de las concretas leyes y reglamentos que 
dictan los parlamentos, reyes, gobiernos y ayuntamientos en cada tiempo y lu-
gar. Esta construcción teórica del Derecho administrativo no se hará ex nihil, sino 
aprovechando los cimientos de la ciencia de la policía y del notable desarrollo teó-
rico del Derecho privado a lo largo del siglo xix (bien a partir de los códigos, bien a 
partir del Derecho romano, como hiciera la pandectística). En este viraje teórico, el 
Derecho administrativo suelta amarras respecto de la política y la ciencia política. 
El Derecho administrativo afirma su autonomía existencial y teórica por medio de 
categorías o conceptos propiamente jurídicos, como los de acto administrativo, 
servicio público o expropiación  8. Y la ciencia política y de la Administración desa-
rrolla su propio instrumentario analítico, a través de categorías como las de legiti-
midad, jerarquía, representación o burocracia. Luego, los instrumentos analíticos 
han ido evolucionando. Pero se mantiene la distancia entre, de un lado, la política, 
las políticas públicas y la ciencia política y, de otro lado, el Derecho administrativo.

5  J. Domat, Derecho público (traducido por J. A. Trespalacios para el Conde de Campomanes), Ma-
drid, 1778 (reedición, Madrid, IEAL, 1985), p. 64.

6  A. Gallego Anabitarte, Formación y enseñanza del Derecho público en España (1769-2000), Ma-
drid, Marcial Pons, 2002, p. 53.

7  B. Clavero, «Origen constitucional de la codificación civil en España (entre Francia y Norteamé-
rica)», en C. Petit (coord.), Derecho privado y revolución burguesa, Madrid, Marcial Pons, 1990, pp. 53 
y 58.

8  P. Gonod, «The Heritage of Otto Mayer: Actes administratifs Unilatéraux and Verwaltungsakte in 
Franco-German Comparison», en M. Ruffert (ed.), The Model Rules on EU Administrative Procedures: 
Adjudication, Groningen, Europa Law Publishing, 2016, pp. 17 y ss.
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El inicio del segundo milenio está plagado de llamadas a la reconexión entre 
política y Derecho. Pero más son las proclamas que las concreciones. Algo he-
mos avanzado, en los últimos tiempos, precisando que la ciencia política y de la 
Administración aporta «contexto» para dar sentido al Derecho administrativo  9; 
y que esas ciencias nos ofrecen conceptos-puente, con el que se traslada al Dere-
cho administrativo el conocimiento ya previamente adquirido y formalizado en 
otros ámbitos de conocimiento  10. Es aquí donde hay que situar el libro de Sofía 
Simou, pues en él se ofrece una metodología concreta para conectar la ciencia 
de las políticas públicas con el Derecho local del cambio climático. Lo vemos 
enseguida.

IV

En el estudio de Sofía Simou, el Derecho interactúa con las políticas de cam-
bio climático de dos formas. En primer lugar, el Derecho sienta las condiciones y 
límites para cada posible política climática local. Así, desde una perspectiva estric-
tamente política puede tener sentido la completa adaptación de todos los edificios 
existentes, a fin de hacerlos energéticamente sostenibles. Pero el Derecho no per-
mite que esa posible política pública se haga de cualquier manera, ni a cualquier 
precio. Hay límites competenciales (quién y a través de qué instrumentos se puede 
llevar a cabo esa política) y límites subjetivos, como los que imponen los dere-
chos constitucionales de libertad de empresa y propiedad. Estos condicionantes 
jurídicos son determinantes para las políticas municipales, mucho más de lo que 
con frecuencia sugiere la ciencia política al referirse al Derecho vigente como una 
simple «variable institucional» de toda política pública.

De otro lado, el Derecho ofrece a las políticas climáticas un catálogo juridi-
ficado de técnicas administrativas para su efectiva realización. Se refiere aquí la 
doctora Simou a la planificación urbanística, las ordenanzas de edificación, las 
subvenciones, los tributos municipales o las sanciones administrativas. Todas estas 
técnicas o formas de actuación municipal están tradicionalmente reguladas por las 
leyes y los reglamentos administrativos. Y pueden servir ahora, en mayor o menor 
medida, a las políticas climáticas. Se trata de técnicas no configuradas ex novo por 
el Derecho climático, sino simplemente utilizables para las políticas filoclimáticas 
municipales. Así, por ejemplo, la planificación urbanística se regula en las leyes 
autonómicas de suelo o urbanismo como una técnica normativa para la determi-
nación de los usos del suelo. Está técnica general tanto puede servir para el fo-
mento de la vivienda residencial como —y tal es la perspectiva que interesa en este 
libro— para evitar una segregación de usos del suelo que cause una alta movilidad 
urbana y, con ello, provoque la producción de GEI y un alto consumo energético.

Verá el lector, a lo largo del libro, que apenas se mencionan técnicas admi-
nistrativas verdaderamente nuevas para las políticas climáticas locales. La única 
excepción relevante es, quizá, la de los Climate Improvement Districts, y aun esta 
es en realidad una combinación de otras técnicas administrativas antecedentes 
(ordenación de usos del suelo y tributos, fundamentalmente) más que una técnica 
administrativa propiamente novedosa. Dos son las cuestiones que sugiere la uti-

9  A. Cerrillo i Martínez, «Sobre la interdisciplinariedad en el Derecho administrativo. Las utili-
dades de la ciencia política y de la Administración para el Derecho administrativo», Revista Española de 
Derecho Administrativo, núm. 168, pp. 39-65 (p. 56).

10  S. Díez Sastre, La formación de conceptos en el Derecho público, Madrid-Barcelona-Buenos 
Aires-São Paulo, Marcial Pons, 2018, p. 137.
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lización de técnicas administrativas preexistentes a las nuevas políticas climáticas 
locales. Una se refiere a la previa formalización jurídica de esas técnicas admi-
nistrativas. La segunda presta atención a la pluralidad funcional de las técnicas 
administrativas.

En cuanto a lo primero, una nota distintiva de los Derechos europeos conti-
nentales es el alto grado de formalización jurídica de las formas de actuación ad-
ministrativa. Los Derechos administrativos continentales no se limitan a autorizar 
o legitimar la actuación administrativa en ciertos ámbitos sociales. Los Derechos 
administrativos continentales, y entre ellos el español, predeterminan normativa-
mente, y con mucho pormenor, esa actuación administrativa. Sin duda que el alto 
grado de formalización jurídica de las técnicas administrativas es causa de algunas 
disfunciones, como el intenso control judicial que sigue a la densa predetermina-
ción normativa. Ahí está, como ejemplo, la altísima tasa de anulación judicial de 
los planes urbanísticos, correlato lógico de la creciente densidad en la regulación 
legal —sobre todo procedimental— de esos planes. Esta es, sin duda, la vertiente 
negativa de la densa predeterminación normativa de las técnicas administrativas. 
Pero también esta alta juridificación de las técnicas administrativas tiene efectos 
positivos. De un lado, economiza la formulación y ejecución de las políticas pú-
blicas, porque define ex ante los sujetos, los procedimientos y los efectos de cada 
concreta política climática. Esto es, para cada concreta forma de actuación admi-
nistrativa se anticipan los posibles conflictos de intereses, y se predeterminan los 
criterios para su pacificación. De otro lado, la formalización jurídica de cada con-
creta técnica administrativa aporta previsibilidad y certeza a la política climática a 
la que sirve.

La segunda cuestión anunciada, sobre la utilización de formas jurídico-admi-
nistrativas preexistentes para las nuevas políticas filoclimáticas municipales, se 
refiere a la pluralidad funcional de los diversos tipos o formas de la actuación ad-
ministrativa. En puridad, los distintos tipos de actuación administrativa no na-
cen en abstracto, sino en concretos sectores de la realidad. Y es en atención a 
las singulares características de cada sector, a los intereses y datos empíricos ahí 
presentes, como se formaliza cada concreta técnica jurídica. Así, por ejemplo, la 
técnica autorizatoria nace en el ámbito de la policía de las ciudades, para evitar los 
efectos colectivos negativos de las conductas individuales, lo que hoy con termi-
nología económica se denomina «externalidades negativas»; y es precisamente ese 
contexto real el que impregna la formalización jurídica original de la autorización, 
su regulación como control reglado y previo al ejercicio de un derecho individual 
preexistente. Con el tiempo, y al compás de la propia evolución funcional de la 
Administración, las técnicas administrativas originariamente juridificadas en un 
concreto ámbito o sector se abren a los nuevos fines y mandatos funcionales de 
la Administración. De esta manera, y siguiendo con el mismo ejemplo, la licencia 
municipal, inicialmente urbanística, ha sido utilizada para políticas ambientales 
que solo formalmente se pueden seguir calificando como «urbanísticas». Y esto 
mismo es lo que hoy se plantea por la doctora Simou para las políticas climáticas 
municipales. Así, las políticas municipales orientadas hacia la eficiencia energética 
de los edificios y la mixticidad de usos del suelo (para reducir la movilidad moto-
rizada en las ciudades) se pueden canalizar a través de las licencias urbanísticas 
municipales, pues su función normativa es precisamente el control previo de las 
determinaciones contenidas en las ordenanzas de edificación y en los planes urba-
nísticos municipales. De esta forma, la licencia urbanística municipal no ha dejado 
de ser tal, y por tanto, permanece inalterado su régimen jurídico original. Pero ha 
ampliado su función. Porque ya no sirve solo a la evitación de externalidades urba-
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nas, sino a fines públicos que trascienden del urbanismo, por muy amplio que sea 
el sentido que se quiera dar a este término.

Lo dicho para la autorización vale para otras formas o técnicas jurídicas, como 
la contratación o los tributos locales. Así es como se plantea en este libro la inclu-
sión de cláusulas climáticas en los contratos municipales; o la introducción de be-
neficios fiscales en los tributos también municipales, para incentivar las conductas 
filoclimáticas. Ninguna de estas dos formas jurídicas de actuación municipal está 
configurada originariamente para fines climáticos. Cada tipo de contrato público 
sirve a su objeto característico (un servicio, una obra, un suministro). Y cada tri-
buto sirve, por principio, para obtener ingresos allí donde previamente la ley ha 
identificado suficiente capacidad contributiva. Pero lo cierto es que todas estas 
formas administrativas están sirviendo hoy a fines complementarios, alternativos 
o asociados a los originales, y por tanto a su juridificación inicial. Esto ya ha sido 
destacado para la contratación pública, donde bajo la etiqueta de «compra estra-
tégica» asistimos a la contratación como un instrumento administrativo plurifun-
cional, apto para cualquier política pública. No es que el contrato deje de ser un 
instrumento jurídico para la obtención de prestaciones. Es que el contrato ya no 
sirve solo a esos fines, sino simultáneamente también a otros muchos, como el ase-
guramiento de salarios mínimos a los trabajadores de las empresas contratistas, 
la inclusión de personas con discapacidad o, como propone ahora también Sofía 
Simou, la consecución de objetivos climáticos. No parece que los ayuntamientos 
puedan renunciar, para la obtención de sus objetivos políticos, a un instrumento 
tan relevante como la contratación. Pero tampoco la forma jurídica del contrato 
admite una pluralidad funcional ilimitada. Tal y como ya ha señalado el Tribunal 
de Justicia de la Unión Europea, las cláusulas estratégicas añadidas a los contratos 
públicos deben guardar una conexión real con el propio objeto del contrato  11. Y 
por tanto, no cualquier contrato, con independencia de su objeto, vale para cual-
quier política pública (y entre ellas, la política climática municipal).

Algo similar, aunque en un contexto jurídico bien distinto, se puede decir para 
los tributos municipales. Los tributos locales, tanto impuestos como tasas o con-
tribuciones especiales, son instrumentos financieros. Sirven para allegar recursos 
económicos a los ayuntamientos, allí donde hay capacidad contributiva de los co-
rrespondientes contribuyentes. Respetando las exigencias propias de la reserva de 
ley en materia tributaria, y aunque esta es una cuestión controvertida  12, parece 
asumible que los tributos locales también pueden servir para incentivar o desin-
centivar determinadas conductas climáticas de los ciudadanos. Por ejemplo, gra-
vando las viviendas vacías, o reduciendo la cuota tributaria del impuesto de bienes 
inmuebles, para los edificios energéticamente eficientes. De nuevo, y de forma si-
milar a lo que se ha dicho en relación con la contratación, la apertura funcional 
de un tributo, para cumplir objetivos políticos distintos de la simple obtención de 
ingresos, puede considerarse admisible en la medida en que no desborde la propia 
función original y típica del tributo.

No voy a hacer más largo este prólogo. Su único objetivo era informar al lector 
de que detrás del exhaustivo estudio de Sofía Simou hay una metodología muy 
precisa y consciente, que ha guiado todo el proceso investigador. Es precisamente 
esta metodología científica lo único que los demás hemos aportado a Sofía. Esos 

11  Más detalles, en S. Díez Sastre, «Las cláusulas sociales en la contratación pública», Anuario de 
la Facultad de Derecho de la Universidad Autónoma de Madrid, núm. 21, pp. 195-219.

12  Véase el Informe de la Comisión de Expertos para la revisión del modelo de financiación local, 
Madrid, 26 de julio de 2017, p. 37 (accesible en www.hacienda.gob.es).
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«demás» somos sus compañeros del Instituto de Derecho Local de la UAM y los 
miembros del Seminario de Teoría y Método del Derecho Público, que hace ya un lus-
tro inspira nuestra labor investigadora. Hemos servido a Sofía, creo, como ecosiste-
ma académico en el que la autora ha podido desarrollar sus análisis, explicaciones 
y propuestas. Nosotros nos hemos limitado a estar ahí. Todo lo demás lo ha hecho 
Sofía. Y, ya se lo adelanto al lector, lo ha hecho muy bien.

Francisco Velasco Caballero

En Soto del Real, a 21 de enero de 2020



INTRODUCCIÓN*

I. CONTE XTUALIZACIÓN Y JUSTIFICACIÓN DEL ESTUDIO

1.  El cambio climático es uno de los mayores retos y problemas colectivos 
que afronta la sociedad moderna. Las cuestiones que versan tanto sobre su ace-
leración —humanamente inducida— como sobre sus impactos se han elevado a 
objeto de tratamiento diario por los medios de comunicación y, en algunos casos, 
a objetivos prioritarios de las agendas políticas de los distintos niveles de gobierno. 
La creciente trascendencia de esta problemática se exterioriza de diversas formas 
con la finalidad, entre otras, de activar y consolidar la conciencia social y política 
en la materia. Basta con hacer referencia a algunas de ellas: huelgas de estudian-
tes, Cumbres del Clima, manifestaciones cívicas, movilizaciones constantes de or-
ganizaciones no gubernamentales, elaboración de documentales y obras de arte, 
paneles publicitarios, conversaciones cotidianas, talleres y cursos, programas de 
formación, y acuerdos internacionales.

2.  A nivel epistemológico, el cambio climático se ha convertido también en un 
tema central de estudio para los tres grandes complejos de ciencias: las ciencias na-
turales, las ciencias aplicadas y las ciencias sociales. Las ciencias naturales (física, 
química, biología, geología, ciencias ambientales), cuyo objeto de estudio median-
te, normalmente, la aplicación del método experimental es la naturaleza, exploran 
los fundamentos y las bases elementales del fenómeno físico del cambio climático. 
La finalidad de su investigación es, principalmente, la creación de conocimiento y 
certeza científica en cuanto a las causas de la aceleración, riesgos e impactos —ac-
tuales y potenciales— del cambio climático. A partir de los datos científicos resul-
tantes de su investigación, las ciencias aplicadas (ingeniería) y sociales o humanas 
(Derecho, economía, ciencia política, sociología, geografía, pedagogía) están lla-
madas a estudiar las formas mediante las que el ser humano y sus instituciones, 
con la ayuda del estado actual de la tecnología, pueden y deben afrontar el cambio 
climático. El hecho de que a nivel epistemológico se observe el entrecruzamiento 
constante de saberes provenientes de esta alta variedad de disciplinas científicas 
es, al menos, un indicador adicional sobre la complejidad y transversalidad de las 
causas y respuestas que caracterizan el fenómeno.

*  El interés social, político y jurídico que suscita el fenómeno del cambio climático en la actua-
lidad hace que se sucedan a una velocidad inimaginable años atrás los cambios normativos y las pro-
puestas teóricas relativas a la problemática. Esta situación obliga a advertir al lector de que la presente 
investigación se cerró en noviembre de 2019.
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3.  La doctrina científica viene, desde hace tres décadas, alarmando sobre las 
causas y efectos del cambio climático. Aún así, por la incerteza científica inicial 
que gobernaba con respecto a estos parámetros, podría sostenerse que el mayor 
impulso sistematizado de respuestas ha empezado a producirse en la última déca-
da. Lo anterior significa que la construcción de respuestas teóricas y la aplicación 
de soluciones prácticas al fenómeno climático, aunque en proceso de considera-
ción y elaboración, se encuentran todavía en un momento relativamente prematu-
ro. La formalización de soluciones teórico-prácticas transversales que incentiven un 
cambio conductual profundo, tanto a nivel de ciudadanía como a nivel político y 
económico, para transitar hacia patrones de consumo y vida sostenibles es la úni-
ca clave posible para avanzar de forma concienciada y asociada entre los agentes 
públicos y privados en la lucha contra el cambio climático.

4.  La falta de respuestas público-jurídicas sólidas e inmediatas al cambio cli-
mático está, además, dando lugar a lo que se ha denominado como litigación cli-
mática  1. Los juicios paradigmáticos celebrados en varios países del mundo como 
el caso Urgenda  2, el caso Leghari  3, el caso Natur og Ungdom y Greenpeace Norden v. 
Gobierno de Noruega  4 y otros pendientes de resolución  5 constituyen un elemento 
que muestra cómo la protección y adaptación climáticas se están convirtiendo en 
verdaderos intereses jurídicos cuya tutela pública, bajo ciertas condiciones —aun-
que todavía restrictivamente interpretadas—, puede ser exigible judicialmente  6.

5.  En este contexto de creciente importancia del cambio climático, las ciu-
dades se catalogan entre los lugares en los que más se ubican los focos de emisión 
de gases de efecto invernadero por la concentración poblacional, así como entre 
los que están más propensos a sufrir sus impactos. A pesar de la proliferación de 
información en materia de cambio climático, se observa una gran fragmentación y 
dispersión del material que puede resultar finalmente útil para el estudio teórico-
jurídico del fenómeno proyectado sobre el espacio de actuación local en la materia. 
Esta dificultad está más presente en los estudios jurídicos locales que en los que 

1  Sobre los casos a nivel internacional en el marco del Programa de las Naciones Unidas para el 
Medio Ambiente, véase The Status of Climate Change Litigation. A Global Review, mayo de 2017.

2  El caso Urgenda desembocó en la emisión de una Sentencia del Tribunal holandés a favor de los 
particulares, el 24 de junio de 2015 que ha sido respaldada por el Tribunal de apelación holandés el pa-
sado 8 de octubre de 2018. Sobre este caso, véase P. de Vílchez Moragues, «Broadening the scope: The 
Urgenda case, the Oslo Principles and the role of national courts in advancing environmental protection 
concerning climate change», Spanish Yearbook of International Law, núm. 20, 2016, pp. 71-92; N. Rodrí-
guez García, «Responsabilidad del Estado y Cambio climático: el caso Urgenda contra Países Bajos», 
Revista Catalana de Dret Ambiental, vol. 7, núm. 2, 2016, y A. Ruda González, «Perspectives de la litigació 
pel canvi climàtic arran del cas Urgenda», Revista Catalana de Dret Ambiental, vol. 9, núm. 2, 2018.

3  Véase el caso Leghari de 14 de septiembre de 2015 ante un Tribunal pakistaní. A mayor abunda-
miento, véase G. Burdiles Perucci, «Litigación climática con enfoque de derechos: comentario sobre el 
caso Leghari contra Pakistán», Revista de Justicia Ambiental, núm. 8, 2016, pp. 251-267.

4  P. de Vílchez Moragues, «Extraterritoriality and judicial review of state’s policies on global 
warming. Some reflections following the 2016 Scandinavian climate lawsuits», Revista Electrónica de 
Estudios Internacionales, núm. 34, 2017.

5  A modo de ejemplo pueden indicarse los casos iniciados en 2015 en Estados Unidos y Bélgica: 
asunto Juliana c. EE.UU. y VZW Klimaatzaak c. Reino de Bélgica et al., y el iniciado en 2017 en Irlanda, 
asunto Climate case, así como el interpuesto ante el Tribunal General de la UE —asunto Ferrao Carvahlo, 
recurso de 23 de mayo de 2018—. Véase un comentario preliminar a este caso en R. M. Fernández Egea, 
«El asunto Ferrão Carvalho c. Parlamento y Consejo: ¿un nuevo caso Urgenda en la UE?», 25 de enero de 
2019, disponible en https://aquiescencia.net/2019/01/25/el-asunto-ferrao-carvalho-c-parlamento-y-consejo-
un-nuevo-caso-urgenda-en-la-ue/.

6  R. M. Fernández Egea y S. Simou, «Litigación climática en España: posibilidades y límites», RDU, 
núm. 328, 2019, pp. 137-171. Sobre la problemática del acceso a la justicia en defensa del medioambien-
te y los obstáculos actuales, véase A. Nogueira López, «Pack Premium o Pack básico. ¿Ordenamiento 
ambiental dual?», Revista Aranzadi de Derecho Ambiental, núm. 38, 2017, pp. 297-325, pp. 317 y ss.
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se ubican sistemáticamente en el ámbito de la ciencia política. En el marco de la 
última, en la actualidad, quien estudia la posición de los gobiernos locales, como 
agentes públicos idóneos para promover políticas públicas en materia climática, 
encuentra varios trabajos teóricos y otros documentos de gran utilidad e interés 
(informes, estrategias, ejemplos de buenas prácticas). Además los estudios teóricos 
son en gran parte materialmente coincidentes sobre lo que resulta necesario a nivel 
de formación de las políticas locales para luchar contra el cambio climático.

6.  A nivel jurídico, las aportaciones doctrinales en las últimas dos décadas en 
materia de cambio climático se han centrado más en el estudio de los instrumentos 
jurídico-económicos adoptados a nivel internacional, europeo y estatal (mercados 
de derechos de emisión, protocolo de Kioto, mecanismos de flexibilización, etc.)  7. 
Cuando la posición jurídica de los entes locales en la lucha climática se ha tratado 
a nivel teórico, el análisis se ha realizado: a) sobre algunos proyectos o iniciativas 
normativas singulares adoptadas por las ciudades para hacer frente al fenómeno  8; 
b) en el marco más amplio de estudio del Derecho ambiental local, o c) al hilo de 
la profundización en algún sector de la actividad local en materia de energía, pla-
nificación urbanística, movilidad, aguas y residuos, estableciendo alguna y otra 
conexión con el cambio climático. De ahí surge la necesidad de realizar un estudio 
con vocación sistemática que: a) examine los distintos ámbitos materiales de com-
petencia local incidentes sobre el cambio climático, y b) los interrelacione desde 
una perspectiva transversal e intervinculada a cuestiones constitucionales y legales 
como la protección de los derechos fundamentales y la actuación jurídico-pública 
llevada a cabo a nivel supralocal.

7.  Este déficit bibliográfico en cuanto al estudio jurídico de la problemática del 
cambio climático vista desde la perspectiva de los gobiernos de las ciudades puede 
constituir una ventaja a la vez que un inconveniente para el investigador que se su-
merge al análisis de esta cuestión. El inconveniente consiste en que la proliferación 
de información —no puramente jurídica o jurídica pero dispersa y de naturaleza 
indirecta— en materia de cambio climático dificulta la tarea de extraer las lectu-
ras de utilidad para el análisis del objeto de estudio a escala local. Asimismo, en 
la actualidad y al menos en España —aunque extrapolable a otros ordenamientos 
jurídicos—, existe una serie de circunstancias que no facilita la tarea de construc-
ción y análisis del complejo de instrumentos jurídicos de los que disponen los go-
biernos locales para luchar contra el cambio climático. Entre estas circunstancias 
podrían categorizarse, a modo ejemplificativo, las siguientes: a) la articulación de la 
actuación administrativa local en materia climática, fundamentalmente, a través de 
herramientas de naturaleza programática y la utilización expansiva del soft law que 
gobierna la materia; b) la falta, aún generalizada, de positivización en las normas 
jurídicas de obligaciones municipales específicas que configuren su posición en la 
lucha de cambio climático y que sean judicialmente exigibles; c) la poca o nula, en 
ocasiones, densidad normativa que caracteriza, por lo general, las regulaciones mu-
nicipales en materia climática; d) las escuetas referencias expresas de la jurispruden-
cia al cambio climático como fundamento de la actividad jurídico-administrativa 

7  Véanse, por ejemplo, W. Th. Douma, L. Massai y M. Montini (eds.), The Kyoto Protocol and Be-
yond: Legal and Policy Challenges of Climate Change, The Hague, Asseer Press, 2007 y, en España, E. 
Arana García, «The Fight against Climate Change in Spain», European Energy and Environmental Law 
Review, vol. 20, núm. 5, 2011, pp. 176-186, y M. Sarasíbar Iriarte, Régimen jurídico del cambio climáti-
co, Valladolid, Lex Nova, 2006.

8  Véase B. J. Richardson (ed.), Local Climate Change Law: environmental regulation in cities and 
other localities, IUCN Academy of Environmental Law, Cheltenham UK, Northampton USA, Edward 
Elgar, 2012, pp. 69 y ss.
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local en la materia, y e) en su caso, la dispersión o carácter singular de ciertas actua-
ciones municipales en sectores que inciden sobre el cambio climático.

8.  Todas estas circunstancias conducen a admitir cierta falta en la disposición 
de material jurídico puramente referente a las posibilidades y límites de la actua-
ción local en materia de cambio climático (referencias doctrinales, jurisprudencia 
y normas). En este sentido, obligan al investigador a buscar los fundamentos nor-
mativos o jurisprudenciales de la actuación jurídico-local en materia climática en 
principios o reglas conexas o incidentes sobre este fenómeno.

9.  Lo cierto es, sin embargo, que todas las circunstancias anteriores pueden 
ser percibidas también como una ventaja, oportunidad y desafío para la inves-
tigación pretendida. El carácter todavía prematuro en el que se encuentran las 
actuaciones jurídico-políticas locales en el ámbito climático, carentes de un mar-
co normativo y respaldo jurisprudencial sólidos, justifica y obliga a una reflexión 
profunda, innovadora y propositiva en la materia. El estado de la cuestión permite 
nuevos enfoques teóricos que exploren las formas en las que los gobiernos locales 
pueden probar nuevas prácticas jurídico-políticas en la lucha contra el cambio 
climático. Reclamando, mediante la adopción de decisiones acertadas, holísticas, 
consensuadas y fundadas en los datos científicos disponibles el protagonismo que 
les atañe en materia climática, los gobiernos locales pueden convertirse en motores 
de cambio, progreso, justicia climática y transición ecológica. Así, el replantea-
miento de toda la actuación político-jurídica local como un eje operativo en cuyo 
entorno gira un gran número de soluciones para la mitigación y adaptación al 
cambio climático es, por la actualidad del tema del cambio climático, un mandato 
ineludible dirigido al investigador jurídico.

II. O BJETO DE INVESTIGACIÓN-HIPÓTESIS

10.  La presente investigación tiene como objeto la determinación del margen 
político-jurídico de los gobiernos de las ciudades en España en materia de cambio cli-
mático. El estudio parte de la hipótesis de que los gobiernos locales en sus tres posicio-
nes elementales (como reguladores —normativos y de control—, agentes económicos 
activos en el mercado —prestadores de servicios, contratantes, gestores del patrimo-
nio propio y operadores en el contexto de la iniciativa pública económica local— y 
promotores de políticas públicas —incentivando o desincentivando ciertas actuacio-
nes—) gozan de un espacio de actuación suficiente que les permite diseñar y juridificar 
políticas propias de cambio climático tanto de mitigación como de adaptación.

11.  El cambio climático es un problema glocal. El mayor porcentaje de emisio-
nes de gases de efecto invernadero proviene de los espacios urbanos. Esto indica la 
importancia que las ciudades tienen en las estrategias de mitigación. Además, cues-
tiones como el mantenimiento de infraestructuras, la pobreza, la actividad socio-
económica y el empleo en las ciudades están íntimamente ligadas a las estrategias de 
adaptación climática. Por estas razones, en las políticas públicas de afrontamiento 
de las causas e impactos del cambio climático y en un esquema de gobernanza mul-
tinivel como el que impone la naturaleza misma del problema climático, las decisio-
nes municipales cobran especial relevancia. Los gobiernos municipales y las rela-
ciones que establezcan con los operadores locales son fundamentales en el diseño y 
prestación de políticas publicas climáticas que sean eficaces en términos de costes  9.

9  J. Corfee-Morlot et al., «Cities, Climate Change and Multilevel Governance, OECD», Environ-
mental Working Papers, núm. 14, 2009.




